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Bogotá, DC. 13 de septiembre de 2021 
 
SEÑORA JUEZA 
LUCELLY ROCIO MUNAR CASTELLANOS 
JUZGADO SESENTA Y TRES ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTA 
SECCIÓN TERCERA 
E.   S.   D.                   
 
 

REF. RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN 
SUBSIDIO DE APELACIÓN SOBRE AUTO QUE 
LIQUIDA LA CONDENA EN COSTAS 
RAD. 11001334306320180022200 
DEMANDANTE: MARIA ALICIA VARGAS Y 
OTROS 
DEMANDADO: CODENSA SA, 
SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS 
PUBLICOS Y AXA COLPATRIA 
MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA 

 
MAGDALENA FRIAS CRUZ, mayor de edad, domiciliada en la ciudad de Bogotá 
D.C., identificado civil y profesionalmente como aparece al pie de mi firma, abogado 
en ejercicio, obrando como apoderado judicial de las personas demandantes, 
estando dentro del término procesal, me permito interponer y sustentar RECURSO 
DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO DE APELACIÓN en contra del auto del 9 de 
septiembre de 2021 proferido por el JUZGADO SESENTA Y TRES 
ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, solicitando en primer lugar, al 
despacho se sirva reponer la decisión tomada, y en segundo lugar, dar trámite al 
recurso de apelación cuya competencia es del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 
CUNDINAMARCA y se sirva revocar o generar acuerdo de conciliación frente al 
monto establecido del mencionado acto y en su defecto se acojan en los 
argumentos jurídicos y fácticos en relación con la liquidación de la condena en 
costas, impuesta en contra de las personas demandantes. Fundamento el recurso 
con base en los siguientes argumentos: 
 
I. INTRODUCCIÓN 
 
En primer lugar, considero que el JUZGADO SESENTA Y TRES 
ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ debe reponer la decisión 
tomada, o en el caso de APELACIÓN, el  Tribunal Administrativo de Cundinamarca 
debe revocar este auto de liquidación de costas por diversas razones, que expongo 
a continuación: 
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1) RESPECTO A LA CONDENA EN COSTAS 
 
ARGUMENTOS FÁCTICOS 
 

1) Que la condena en costas es improcedente, toda vez que la liquidación en 
costas establecida no se encuentra justificada ni determinada, siendo la cifra 
totalmente irracional y desproporcionada en relación con un proceso donde 
se trata de la muerte violenta por electrocución de un integrante del núcleo 
familiar. Dicha utilidad debe ser entendida en términos de razonabilidad y 
proporcionalidad, tomando en consideración tanto la naturaleza del proceso 
como la finalidad de la actuación desplegada, con miras a salvaguardar los 
principios de justicia material y equidad.  

 
 

2) Que las costas no se acreditaron con las pruebas idóneas y/o no se 
encuentran en el expediente.  Que en la liquidación de las costas no se 
estableció no se argumentó ni justificó el monto establecido. Se expresa una 
cifra, sin justificación alguna, siendo una medida arbitraria e irracional. 

 
3) Que la tasación de las agencias en derecho no está dentro de las tarifas 

previstas por el Consejo Superior de la Judicatura, o no se mencionan las 
circunstancias especiales que se tuvieron en cuenta. Que una vez revisadas 
las tarifas establecidas no se encuentra justificación ni argumentación sobre 
el monto establecido por el despacho de primera instancia. 

 
 

4) La suma de los diferentes factores debe ser correcta. El monto fijado de las 
agencias en derecho debe ser razonable en atención a la naturaleza y 
cuantía del proceso. La fijación de las agencias en derecho debe estar sujeta 
a las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura, tal como lo 
dispone el numeral 4 del artículo 366 del C.G.P.41. Dicha condena no 
corresponde, necesariamente, a los honorarios efectivamente pagados por 
la parte vencedora a su apoderado. 
 

5) Respecto de las copias, desgloses, certificaciones, autenticaciones, 
notificaciones y similares, se debe tener en cuenta que el arancel judicial se 
regula cada dos años por el Consejo Superior de la Judicatura. No existe 
ningún tipo de información o contrastación con lo establecido por el Consejo 
Superior de la Judicatura en el presente caso. 
 

6) En relación con los honorarios de auxiliares de la justicia, estos se fijan de 
conformidad con los parámetros del Consejo Superior de la Judicatura y las 
tarifas establecidas por las entidades. No existe ningún tipo de motivación o 
información sobre de donde se saca la cifra de once millones dentro del 
trámite procesal de primera instancia. 
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7) El valor ordenado debe ser el que corresponde a un valor real, justo y 
proporcionado, según la providencia del Juzgado de primera instancia, por el 
cual se ordenó seguir la liquidación del proceso. Es necesario que la 
liquidación de la condena en costas comprenda la situación familiar que 
arroja una situación de fragilidad económica para que se le imponga de 
manera sancionatoria haber llevado el proceso ante la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa. 

 
8) Las condiciones actuales de recesión económica por la pandemia de COVID-

19. Es decir, en las actuales condiciones económicas de la demandante, la 
señora MARIA ALICIA VARGAS, consideramos que se debe valorar su 
condición de pensionada como madre comunitaria, y que el proceso buscaba 
establecer las responsabilidades administrativas en la muerte de su esposo, 
el señor OMAR SILVA CRUZ. A la luz de los razonamientos jurídicos, es 
ajustado modificar también lo establecido en la liquidación de la condena en 
costas y solicitamos liquidar las costas con base en los razonamientos 
expuestos. 

 
9) LA CONDICIÓN SOCIAL Y ECONOMICA DE LA DEMANDANTE: En 

condición de viuda, y de mujer pensionada quien se desempeñó como madre 
comunitaria, quien habitan en un barrio de la periferia en estrato 2 de la 
Localidad de Bosa El costo establecido es demasiado excesivo para una 
persona que perdió su compañero sentimental y principal motor de ingresos 
en la familia. 
 

ARGUMENTOS JURIDICOS 
El proceso se desarrolló en el ejercicio de las libertades probatorias y el fallo 
establecido, no obstante, esta causación de liquidación en costas afectan los 
derechos de los demandantes al acceso a la administración de justicia y al debido 
proceso, toda vez que la cancelación de un monto cercano a los once millones de 
pesos ($11.000.000.00) no se compadece con la realidad objetiva de las familia 
del señor OMAR SILVA CRUZ, quien asumiendo el restablecimiento de derechos 
ante la responsabilidad de la Empresa Condensa en la Ubicación de las redes 
eléctricas de la zona, lleguen a este término afectando el minimo vital de sustento 
de la familia, en su condición de pensionada, siendo un sujeto de especial 
protección constitucional. 
 
Interés de orden público 
De igual forma, el proceso de reparación directa tiene un interés especial de orden 
público, toda vez que lo que se ventiló en dicho escenario judicial versaba sobre 
el estado y construcción legal de redes de electricidad que atraviesan sectores 
periféricos y populares de Bogotá. En ese sentido, el proceso tenia una finalidad, 
además de la reparación del daño causado, el que estos hechos no se repitan con 
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sectores de la población de Bogotá, como lo es la responsabilidad de ENEL-
Codensa y la Superintendencia de Servicios Públicos. 
 
En relación a la condena en costas, es necesario expresar que esta se debe 
entender respecto a la actuación temeraria o displicente de la parte demandante, 
situaciones que no se presentaron en el trámite del proceso ante lo contencioso 
administrativo. Por el contrario, la liquidación en costas y el cobro excesivo de parte 
del despacho de primera instancia se convierte en una sanción excesiva a la familia 
de la victima de muerte violenta por electrocución, donde se castiga y sanciona a 
la familia del demandante, siendo esta decisión de naturaleza clasista y excluyente 
para que los sectores populares acceda a la administración de justicia de lo 
contencioso administrativo. 
 
Respecto a la condena en costa que hizo el juzgado de instancia, esta no se ajusta 
a los parámetros determinados por la jurisprudencia de H. Consejo de Estado y la 
normatividad aplicable del Código General del Proceso; la conclusión automática 
de A-quo desconoce los requisitos de esta figura, no puede que concluya que “se 
condenará en costas a la parte vencida en el proceso” (página 19 de la sentencia 
de primera instancia), sin haberse probado previamente que se hayan causado, tal 
como lo exige el H. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Cuarta, Consejera Ponente: MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA, 
sentencia del 30 de agosto de 2016, Radiación: 050012333000201200490-01, 
Numero Interno 20508:   
 
“Respecto a la condena en costas de que trata el Código General del Proceso, la 
Corte Constitucional ha señalado lo siguiente: 
 
“La condena en costas no resulta de un obrar temerario o de mala fe, o siquiera 
culpable de la parte condenada, sino que es resultado de su derrota en el proceso 
o recurso que haya propuesto, según el artículo 365. Al momento de liquidarlas, 
conforme al artículo 366 , se precisa que tanto las costas como las agencias en 
derecho corresponden a los costos en los que la parte beneficiaria de la condena 
incurrió en el proceso, siempre que exista prueba de su existencia, de su utilidad y 
de que correspondan a actuaciones autorizadas por la ley. De esta manera, las 
costas no se originan ni tienen el propósito de ser una indemnización de perjuicios 
causados por el mal proceder de una parte, ni pueden asumirse como una sanción 
en su contra”.  
 
“En este caso, nos hallamos ante el evento descrito en el numeral 1 del artículo 365 
del Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012) para la procedencia de la 
condena en costas contra la DIAN, pues fue la parte vencida en el proceso. Sin 
embargo, como lo ha precisado la Sala, esta circunstancia debe analizarse en 
conjunto con la regla del numeral 8, que dispone que “Solo habrá lugar a costas 
cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la medida de su 
comprobación”. 
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“Se advierte que una vez revisado el expediente, no existen elementos de prueba 
que demuestren o justifiquen las erogaciones por concepto de costas a cargo de la 
demandada.”  
 
Otro aspecto, no menos importante, es que la liquidación en costas, con el monto 
establecido, se convierte en una sanción de facto, y convierte a la justicia 
contencioso administrativa en un evidente abuso de poder, porque castiga a los 
demandantes a pagar un costo altamente excesivo que no corresponde a la 
realidad económica de los demandantes y de la realidad nacional. La justicia 
administrativa no puede ser elitista o clasista, o con un evidente desmedro de las 
condiciones sociales y económicas de los demandantes. Dicha liquidación es 
abusiva y en afectación de sectores excluidos de la población, quienes se ven 
obligados a disuadir de presentar futuras acciones por la sanción y castigo 
impuesto por vía de la liquidación de costas. 
 
ANEXOS 
Resolución reconocimiento de pensión de la señora MARIA ALICIA VARGAS. (2 
archivo en formato pdf.)  
 
SOLICITUDES 
 
Por los argumentos anteriormente expuestos, de manera respetuosa, me permito 
solicitar el JUZGADO SESENTA Y TRES ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 
BOGOTÁ se sirva reponer la decisión, y de trámite al recurso de apelación ante el 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para que se sirva revocar el auto de 
fecha de 9 se septiembre de 2021 dictada por el JUZGADO SESENTA Y TRES 
ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, y en consecuencia se repongan 
o revoque la decisión de la liquidación de la condena en costas establecida por el 
despacho judicial. 
 

- Liquidar y conciliar la condena en costas, de manera clara y concreta, y atendiendo 
a los criterios de racionalidad y proporcionalidad, de conformidad con los 
argumentos presentados, frente a la liquidación de las mismas. 
 
Atentamente, 
 
 

 
___________________________________ 
MAGDALENA FRÍAS CRUZ 
C. C. No. 37.745.552 de Bucaramanga (Santander) 
T. P. Nº  226.734 del C.S. de la J. 












